[image: image1.jpg]



Página  22
Exp.- 0167/2017-1 y 570/2017-1
[image: image2.jpg]


23 

Página  23
Exp.- 0167/2017-1 y 570/2017-1 


PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 167/2017-1 y 570/2017-1
RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÌA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO.  

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., cinco de marzo de dos mil dieciocho. 


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 167/2017 y 570/2017,  y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del siete de marzo de dos mil diecisiete, se tuvo a ********** demandando actos y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

AUTORIDAD DEMANDADA: 

-La Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado. 

ACTO QUE SE IMPUGNA.- 1********** 
II.- Mediante auto del veintinueve de junio de dos mil diecisiete, tuvo verificativo la audiencia incidental en este juicio a las 12:30 doce horas con treinta minutos, sin la asistencia de las partes, en la que se dio cuenta de los autos que guardaba el expediente 167/2017, en el que el magistrado Instructor ordenó de oficio la tramitación del incidente de acumulación de autos del juicio 570/2017 al expediente antes anotado, por considerar que los actos impugnados en el primer juicio, son antecedentes y consecuencia de los que se reclaman en el juicio 570/2017 y que, previo a las notificaciones correspondientes de la tramitación de dicho incidente, se decretó la interrupción del procedimiento de ambos expedientes y se citó para resolver.

Mediante resolución del seis de julio de dos mil diecisiete, se resolvió como procedente el incidente de Acumulación de autos.  
III.-  Dentro de los autos del Expediente 570/2017, se advierte que  por acuerdo del seis de abril de dos mil diecisiete, se tuvo a **********, demandando actos y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

AUTORIDAD DEMANDADA: 

-La Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado. 

ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********
FECHA DE NOTIFICACIÓN DEL ACTO RECLAMADO: La parte actora manifiesta que tuvo conocimiento de la resolución del **********
IV.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las 12:00 doce horas del día veintiocho de noviembre de dos mil diecisiete, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, al escrito de ampliación de demanda así como al escrito de contestación a la ampliación de demanda, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada Instructora para su resolución.

C O N S I D E R A N D O


PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24, 33, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete.
El presente asunto se resuelve en términos del derecho transitorio contenido en los artículos Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y Segundo Transitorio del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ambos vigentes a partir del 19 de Julio de 2017, que disponen que los juicios iniciados antes de la vigencia de éstos, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, vigente al momento de su inicio.
SEGUNDO.- Se procede a determinar la existencia de la resolución o acto impugnado, de lo que se tiene que primeramente el actor,  demanda la ********** dentro de los autos del Expediente 167/2017, configurada por la falta de respuesta por parte de la autoridad demandada. 
La existencia de la resolución de negativa ficta impugnada, se encuentra debidamente acreditada en autos, en los términos de lo establecido por la fracción V del artículo 19 de la Ley de Justicia Administrativa, pues la actora del presente juicio, esgrimió la configuración de la misma, acompañando a su escrito inicial de demanda copia del escrito presentado ante la Dirección General de Ingresos, dependiente de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, **********
Ahora bien, se debe de hacer mención, que la figura de la Confirmativa Ficta, se encuentra regulada en el artículo 182 del Código Fiscal del Estado, disposición legal que a la letra dice:

“ARTICULO 182.- La resolución que recaiga al recurso de revocación, deberá notificarse personalmente al promovente. Una vez transcurridos tres meses desde la presentación del recurso o del escrito que atienda el requerimiento de información o documentos, en su caso, el recurrente podrá considerar que la resolución es en el sentido de confirmar el acto o resolución impugnado, en cuyo caso estará en aptitud de intentar los medios de defensa que procedan.”

De la transcripción anterior, se advierten los elementos que configuran una Resolución de Confirmativa Ficta y que son los siguientes: 

a)
Que exista un recurso de revocación presentado ante la autoridad.

b)
El silencio de la autoridad.

c)
Que la falta de resolución del recurso, se prolongue por más de tres meses.

Lo anterior, encuentra sustento en lo establecido en la siguiente tesis aislada:

“CONFIRMATIVA FICTA. ACORDE CON EL ARTÍCULO 131 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EL SILENCIO DE LA AUTORIDAD SÓLO DA LUGAR A ÉSTA, TRATÁNDOSE DEL RECURSO DE REVOCACIÓN.

El artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, señala que las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales deberán ser resueltas en un plazo de tres meses y que, transcurrido éste sin que se notifique la resolución que les haya recaído, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió en sentido negativo (negativa ficta). Por su parte, el numeral 131 del propio ordenamiento, establece que la autoridad deberá dictar su resolución en un plazo que no excederá de tres meses, contados a partir de la fecha de interposición del recurso, así como que el silencio de la autoridad significará que se confirmó el acto impugnado y, ante esa situación, el recurrente podrá decidir esperar la resolución expresa o impugnar, en cualquier tiempo, la presunta confirmación del acto. Ahora bien, aun cuando el precepto 131 citado, utiliza el vocablo "recurso" en forma genérica, dicha norma sólo es inherente al recurso de revocación, pues se ubica en el apartado relativo a ese medio de impugnación. Por tanto, el silencio de la autoridad sólo da lugar a la confirmativa ficta, tratándose del recurso de revocación y no a los medios de impugnación en general. NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Ahora bien, analizando las constancias que integran el expediente en que se actúa y con la finalidad de acreditar la existencia de los elementos que configuran la resolución de confirmativa ficta, es de advertirse que en la presente controversia, se acreditan los elementos que la integran, considerando que para su existencia, se requiere la interposición de un recurso de revocación ante la autoridad y la falta del dictado de resolución, por un periodo mayor al de tres meses.

Así, la ********** demandada por la parte actora, se acredita en razón de las siguientes consideraciones:

Como ya fue señalado con antelación, se encuentra el escrito de interposición del ********** que interpuso la hoy actora ante la demandada, en contra de la resolución que determinó multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificada con el **********
Dicho recurso de revocación, no fue resuelto por la autoridad demandada, dentro del plazo establecido en el artículo 182 del Código Fiscal del Estado.

Se dice lo anterior, en virtud de que si el recurso de revocación que nos ocupa, se presentó el ********** el plazo de 3 meses a que alude el artículo 182 del Código invocado, feneció el 24 de enero de 2017.

En esas condiciones, para el **********, fecha de presentación de la demanda de nulidad interpuesta en la presente instancia dentro de los autos del Expediente 167/2017, se tiene por configurada la resolución de confirmativa ficta al recurso de revocación interpuesto por la parte actora, ante la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado y en donde impugna la resolución que determina multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, identificada con el **********
Una vez que se le dio vista a la demandada con la demanda de Negativa Ficta propuesta por el actor en este juicio, dicha autoridad emitió su contestación a dicha demanda.

En su contestación ofreció como medio de prueba, ********** que contiene una resolución expresa de fecha ********** respecto del recurso de revocación anteriormente referido, por lo que la figura de Negativa Ficta que ahora combate el actor, se encuentra acreditada en el presente juicio, además, ésta ya se había configurado al momento de la interposición de la demanda, por lo que entonces, el citado ********** no tiene validez alguna.

Se dice lo anterior ya que resulta evidente que la autoridad demandada, no resolvió dicho recurso dentro del plazo de tres meses en comento, además, la enjuiciada no acreditó haber resuelto y notificado la resolución al recurso de revocación interpuesto por la parte actora, antes de la presentación de la demanda dentro de los autos del expediente 167/2017/1, por lo que resulta evidente que en el presente asunto sí se configura la Negativa Ficta impugnada. 

Al efecto es aplicable al caso la Jurisprudencia No. PC.I.A. J/105 A (10a.), sustentada por Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo rubro es: 
" RESOLUCIÓN CONFIRMATIVA FICTA. EL PLAZO DE 3 MESES PARA SU ACTUALIZACIÓN RESPECTO DEL RECURSO DE INCONFORMIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 294 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE LA RECEPCIÓN DEL ESCRITO POR LA AUTORIDAD COMPETENTE PARA RESOLVERLO.- De conformidad con lo dispuesto por el artículo 182 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que establece que la resolución que recaiga al recurso de revocación, deberá notificarse personalmente al promovente, y que una vez transcurridos tres meses desde la presentación del recurso, el recurrente podrá considerar que la resolución es en el sentido de confirmar el acto o resolución impugnado.- De este precepto se deduce que aun cuando la autoridad haya emitido resolución sobre el recurso interpuesto por el particular, si dicha resolución no es notificada antes de que se promueva el juicio respectivo, se configura la CONFIRMATIVA FICTA en virtud de que esa resolución no fue conocida por el particular y, por lo tanto, no puede tenerse como resuelta la instancia de acuerdo con el precepto citado."

Como ********** ya se había confirmado al momento de la interposición de la demanda, ésta Sala Unitaria mediante auto del siete de marzo de dos mil diecisiete, dio vista a la demandante de la contestación que emitió la autoridad demandada, procediendo  a otorgarle  un plazo de diez días hábiles  a efecto de que hiciera valer su derecho de la ampliación de demandada.

Sin embargo, mediante auto del treinta de marzo de ese mismo año, se le tuvo a la parte actora por precluído su derecho para ampliar su demanda de nulidad. 

Ahora bien, mediante auto del diecinueve de abril de dos mil diecisiete, se advirtió que la parte actora promovió demanda de nulidad en contra **********emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, recaída al Recurso de Revocación, en el cual se impugno la multa contenida en **********
Po ello, mediante auto del veintinueve de junio de dos mil diecisiete, dentro del expediente 167/2017, se ordenó de oficio la tramitación del incidente de acumulación de autos del juicio 570/2017 al expediente antes anotado, por considerar que los actos impugnados en el primer juicio, son antecedentes y consecuencia de los que se reclaman en el juicio 570/2017, cuya resolución recaída al incidente  de acumulación de autos, se emitió el seis de julio de dos mil diecisiete y en la que se resolvió como procedente el incidente en cuestión. 
Así las cosas, se tiene que por acuerdo del seis de abril de dos mil diecisiete dentro del expediente 570/2017, se tuvo a la parte actora por demandando la nulidad de la Resolución contenida en el **********emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, recaída al recurso administrativo de revocación interpuesto, la cuál se encuentra agregada en autos a fojas de la 90 a la 102 del citado expediente y a la que es de concederle valor probatorio pleno en términos de lo establecido por el artículo 90 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, por ser un documento público emitido por funcionarios públicos en ejercicio de sus funciones legales.  

TERCERO.- Según indica el artículo 36 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********, demandando actos y respecto de la autoridad ya señalada. 
Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado se indica como destinatario al aquí impetrante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma es representada por parte del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, misma que se encuentra acreditada en este juicio, en virtud de que aportó para tales efectos, el documento que contiene el nombramiento que la acredita como tal, según constancia que obra a foja 32 de autos. 

Por otra parte, la parte actora negó conocer ********** por lo que dice se le dejó en estado de indefensión e incertidumbre jurídica. (ver foja 87) . 
Sin embargo, la demandada al momento de producir su contestación de demanda, dejó de manifiesto que es falso lo que dice  la actora, ya que el citado requerimiento de obligaciones omitidas, le fue dado a conocer por conducto de la notificación personal que se realizó **********, además, dice que también le fue dado a conocer mediante acuerdo emitido por éste Tribunal el ********** dictado dentro del Juicio Contencioso Administrativo 167/2016, mismo que le fue debidamente notificado **********
Para tales efectos, aportó los documentos relativos a ********** a la hoy actora. (F. 152 a 154)  
Por ello, ésta Primera Sala Unitaria mediante auto del dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete, le otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, para que ampliara su demanda, a efecto de que se manifestara al respecto sobre la existencia física y jurídica del citado  requerimiento, así como su debida notificación. 

Por auto del dieciocho del seis de octubre,  se le tuvo a la parte actora por admitida su ampliación de demanda de nulidad, por lo que en ese mismo auto, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada efecto de que manifestara lo que a su derecho conviniera.

Mediante proveído del ocho de noviembre de dos mil diecisiete, se le tuvo a la autoridad demandada por contestada la ampliación de demanda de nulidad.      

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 46 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, las causas de improcedencia deben ser examinadas de oficio, en mérito a que la improcedencia del juicio de nulidad es de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Analizadas todas y cada una de las constancias que conforman el presente expediente 570/2017-1, se advierte que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, la cual obra a fojas de la 125 a la 136 de este expediente, hace valer la causal de improcedencia y sobreseimiento previstas en la fracción III  del artículo 46 y fracción II del artículo 47 de la ley de Justicia Administrativa del Estado, con el argumento de que el acto que se combate dentro de este expediente 570/2017 y que lo es **********es materia de controversia en el Juicio Contencioso Administrativo 167/2017 y que como el primero de los mencionados está pendiente de resolver, es por lo que dice procede el sobreseimiento del 570/2017  
No le asiste la razón a la demandada, en virtud de que lo que se demanda dentro de los autos del  Juicio Contencioso Administrativo 167/2017, lo es: 

**********
Por otra parte, lo que se demanda dentro de los autos del presente juicio lo es: 

**********

Como se podrá apreciar con toda claridad, son actos totalmente distintos e independientes uno de otro.

En el primero de los mencionados, ********** que en su momento hizo valer el actor dentro del Juicio Contencioso Administrativo 167/2017, tuvo la oportunidad para combatir la contestación que en su momento emitió la demandada, sin embargo, como ha quedado debidamente señalado y acreditado en el Considerando Segundo de esta resolución, mediante auto del treinta de marzo de  dos mil diecisiete, se le tuvo a la parte actora por precluído su derecho para ampliar su demanda de nulidad y manifestarse al respecto. 

El resultado final de las acciones intentadas por el demandante dentro del citado expediente, se darán a conocer más adelante.
Dentro del presente expediente 570/2017, el actor llevó a cabo acciones tendientes a combatir **********mediante el que se resolvió ********** que en su momento promovió el ahora demandante, siendo éste materia de estudio de fondo, motivos por los que se considera como improcedentes, las causales que invoca la autoridad demandada.

Por otro lado y  como las causales de improcedencia deben ser estudiadas de oficio de acuerdo a lo que establece el último párrafo del artículo 46 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, ésta Sala Unitaria procede al llevar a cabo el estudio correspondiente: 

Analizados los autos del Juicio Contencioso Administrativo 167/2017, se advierte que el acto que combate el actor lo es “**********
Al respecto, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, la cual es visible a fojas de la 21 a la 31 de este expediente, señaló que es falso lo manifestado por la actora en cuanto a la Negativa Ficta que en su momento promovió, ya que **********
Para esos efectos, mediante auto del siete de marzo de dos mil diecisiete, se procedió a otorgarle a la parte actora, el plazo de diez días hábiles contados a partir del día siguiente, al de la notificación de dicho auto, con la finalidad de que hiciera valer su derecho a la ampliación de demandada, a efecto de que se manifestara respecto de dicha contestación. 
Sin embargo, mediante auto del treinta de marzo de dos mil diecisiete, se le tuvo por precluido su derecho para ampliar su demanda de nulidad.
De lo anteriormente señalado, se concluye por parte de ésta Primera Sala Unitaria que, en virtud de que la parte actora no hizo valer su derecho para combatir la contestación que emitió la demandada encaminada ********** originalmente demandada por el actor, consintió el acto en mención, ya que no existen conceptos de impugnación tendientes a destruir el acto a que se alude.

En esas condiciones y dado que en el caso que nos ocupa,  el ahora demandante consintió la contestación que emitió la demandada en la que manifestó que es falso que no existió pronunciamiento alguno respecto **********es por lo que ésta Sala Unitaria con fundamento en lo establecido en las fracciones VI del artículo 46 en relación con la fracción II del artículo 47 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, procede a decretar el SOBRESEIMIENTO  del Juicio Contencioso Administrativo 167/2017. 

Para una mayor claridad en lo anterior, se transcriben en su parte conducente los preceptos de la norma en comento y que dicen: 

ARTICULO 46. Es improcedente el juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo contra actos: 

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro del término que para tal efecto señala esta ley; 
ARTICULO 47. Procede el sobreseimiento del juicio: 

II.- Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;
QUINTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 201 a la 206 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

SEXTO.- A juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria, el Primer Concepto de Impugnación que hace valer el actor en su escrito original de demanda, es de considerarse infundado de acuerdo a las siguientes consideraciones:
El actor hace valer agravios encaminados a señalar que la autoridad demandada, le causó agravio al pretender resolver **********después de tres  meses que por disposición  establece el artículo 182 del Código Fiscal del Estado, que entonces la demandada no podía dar contestación a su recurso, sino dar contestación a su demanda de nulidad radicada en el expediente 167/2017.

Que al tomar en cuenta que ya se configuró la negativa ficta recaída al recurso de revocación que ya se presentó demanda de nulidad en contra de la misma, es evidente que la demandada debió de ajustarse al procedimiento contencioso administrativo en el  expediente 167/2017 y producir su contestación a los agravios planteados.

Es infundado el argumento propuesto por el demandante, ya que si bien es cierto que el citado Recurso de Revocación que en su momento presentó el actor ante la demandada y que lo fue ********** la demandada lo resolvió después de tres  meses, excediendo así el plazo establecido en el artículo 182 del Código Fiscal del Estado, no menos cierto lo es que no se le causó perjuicio alguno al demandante.

Se dice lo anterior, pues dese el momento mismo en que la demandada resolvió el ********** le nació un nuevo plazo al actor para combatir tal Recurso, sin embargo, sus argumentos no se encuentran encaminados a combatir en lo absoluto el citado Recurso, sino que tales argumentos están encaminados a decir que la citada autoridad ya no podía dar contestación a su recurso, sino dar contestación a la demanda de nulidad radicada en el expediente 167/2017.  
Al respecto es necesario precisar que la demandada sí dio contestación a la demanda de nulidad radicada en el expediente 167/2017, cuando señaló que es falso que no existió pronunciamiento alguno respecto del **********, tal y como así fue señalado en el Considerando Cuarto de esta Resolución.

De lo anterior se concluye que en cuanto a la contestación que en su momento emitió la demandada en el expediente 167/2017, ya quedó resuelto en el Considerando Cuarto de ésta Resolución.
Ahora bien, si la autoridad demandada le **********, siendo éste el acto impugnado dentro de este expediente 570/2017, le nació un nuevo plazo para combatir el **********, tal y como ha sido señalado con antelación.

Sin embargo y como ha sido señalado con antelación, los  argumentos propuestos por el demandante no están encaminados en lo absoluto, a combatir **********
Por otro lado, dice el actor que la demandada debió de ajustarse al procedimiento contencioso administrativo en el expediente 167/2017 y producir su contestación a los agravios planteados.

Es inatendible el relatado argumento, ya que no es el momento procesal oportuno para hacer valer el derecho que tuvo en el citado expediente, además, éste ha quedado resuelto en el ya mencionado Considerando Cuarto de ésta Resolución, de ahí lo infundado de este Concepto de Impugnación.

En un Segundo Concepto de Impugnación, señala agravios encaminados a decir que mediante la resolución que se impugna, la autoridad no hace otra cosa que confirmar la resolución combatida en el Recurso de Revocación, refiriéndose al Crédito Fiscal 4305, al señalar que los actos que el suscrito en su calidad de contribuyente manifestó desconocer supuestamente sí fueron notificados y dados a conocer el **********,  que no responde cabalmente  a sus agravios planteados en el Recurso de Revocación, toda vez que no comprobó ni le dieron a conocer esas supuestas constancias de notificación y requerimiento y que ello lo sigue dejando en estado de indefensión.

Es infundado el argumento en mención, ya que como se podrá apreciar, solo alcanza a decir que la autoridad no hace otra cosa que confirmar la resolución combatida en el **********, que no responde cabalmente a sus agravios planteados en el citado ********** toda vez que dice no comprobó y que no le dieron a conocer esas supuestas constancias de notificación y requerimiento y que ello lo sigue dejando en estado de indefensión.

Al respecto, se advierte que el demandante, no hace un razonamiento lógico jurídico encaminado a combatir el porqué dice que la demandada, no respondió cabal cabalmente a sus agravios planteados, apreciando una generalidad en sus apreciaciones, sin  que se advierta un punto concreto y específico de la resolución a combatir, pues no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, por tanto sus argumentos propuestos no están dirigidos a descalificar y evidenciar la supuesta ilegalidad de las consideraciones en que se sustentó el acto reclamado, en esas condiciones, tales argumentos no pueden ser analizadas por  ésta Primera Sala Unitaria, calificando estos agravios como infundados por inoperantes, sirviendo de apoyo el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 
  
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE  SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES.

Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Po otra parte, dice el actor que la demandada, no comprobó ni le dieron a conocer esas supuestas constancias de ********** y que ello lo sigue dejando en estado de indefensión.

Ante la negativa de conocer tanto ********** la autoridad demandada al momento de producir su contestación a la presente demanda de nulidad, aportó como medio de prueba los documentos relativos tanto del **********
 Mediante auto del 18 de septiembre de 2017, se le otorgó a la parte actora un plazo de diez días hábiles para ampliar su demanda e hiciera valer conceptos de impugnación con contra de los citados documentos, sin embargo, una vez que presento su escrito de ampliación de demanda mismo que obra a fojas de la 201 a la 206 de este expediente, se advierte de su contenido que sus agravios no se encuentran encaminados a combatir le legalidad del citado Requerimiento como su legal notificación, sino cuestiones totalmente diferentes, tal y como más adelante se estudiarán, de ahí lo infundado de este Concepto de Impugnación. 

En un Tercer y último Concepto de Impugnación, dice el demandante que la autoridad demandada en su considerando tercero de la resolución que se impugna,  al contestar su segundo agravio, lo calificó de infundado e inoperante, en razón de que el supuesto requerimiento de obligaciones sí le fue notificado, pero que sin embargo, sigue en estado de incertidumbre tales constancias de notificación, ya que hasta la fecha, nunca se le dio a conocer el citado requerimiento. 
Por otra parte, dice que existe falta de motivación en cuanto a las multas que le fueron impuestas, ya que únicamente se señaló que las mismas se motivaron por haber presentado extemporáneamente las obligaciones de los pagos de los meses que se indica, sin embargo, no hace mención de las circunstancias de tiempo, modo y lugar, es decir, de cuándo las presentó y cuándo debía de presentarlas para que se esclareciera la diferencia y pudiera entrar en el supuesto de extemporaneidad, transgrediendo dice el artículo 46 fracción VI del Código Fiscal del Estado.

En cuanto a que nunca se le dio a conocer el citado requerimiento, sus argumentos devienen infundados, puesto que como ha quedado señalado en el Concepto que antecede, sus agravios no se encuentran encaminados a combatir la legalidad y su notificación, los cuales se hicieron de su conocimiento en la contestación y respecto de los cuáles se le concedió plazo para que ampliara su demanda.

Por otro lado, en cuanto a que no existe falta de motivación en  las multas que le fueron impuestas al respecto se tiene lo siguiente: 

Contrario a lo que manifiesta el demandante, a foja 100 del expediente en que se actúa, se aprecia con toda claridad que la autoridad demandada dejó debidamente señalado que: 

“… no es dable el argumento del contribuyente respecto a la falta de motivación y fundamentación de las multas impuestas, por argumentar el supuesto desconocimiento del multicitado requerimiento, lo anterior es así pues el requerimiento de obligaciones como su nombre lo indica, solo requiere al contribuyente para que entere a la autoridad fiscal el cumplimiento de dichas obligaciones después de haberse pasado el plazo legal que tiene el contribuyente conforme a dicha obligación, es decir, en el caso específico la omisión de enterar el Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneración al Trabajo Personal cuyo plazo para su cumplimiento se encuentra estipulado en el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, en esa medida y a falta de cumplimiento del contribuyente, no obstante el requerimiento por parte de la autoridad fiscal, es por lo que se le impusieron las multas establecidas en ********** emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, de la cual de la simple lectura  de la misma se encuentra que se estableció lo siguiente: como las obligaciones omitidas o Motivos: “Declaración de pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneración al Trabajo Personal. Como motivación: “… se determinó multas por haber presentado EXTEMPORÁNEAMENTE la obligación de pago correspondiente al mes de …” como infracción: “ Artículo 153 fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí” como Sanción: Artículo 154 Fracción I del  Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí”, y como multa **********
De razonamiento expuesto por la demandada en el acto que se combate, se advierte con toda claridad que sí fue señalada en forma clara y precisa no solo la motivación en que se basó para emitir el acto que se combate,  sino también la fundamentación respectiva, puesto que las multas que le fueron impuestas al actor, derivaron del incumplimiento de su obligaciones previstas y señaladas en el artículo  24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí que establece en su parte conducente lo siguiente: 

“ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal.

Los contribuyentes pagarán mediante declaración mensual, a través del formato que para esos efectos expida la Secretaría de Finanzas, a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados de la jurisdicción a que pertenezcan el domicilio del contribuyente, o en las instituciones bancarias autorizadas para ello.”
 Del precepto en mención, se desprende la obligación para los contribuyentes así como el plazo que se les otorga para el cumplimiento de tales obligaciones, por lo que  en caso de no cumplir en el plazo señalado, es claro que la autoridad demandada se encuentra facultada para hacer valer tal incumplimiento, requiriendo a éstos las obligaciones omitidas. 
Además, en el requerimiento que al efecto se le formuló al entonces contribuyente y hoy actor, de la misma manera le fue señalado un plazo para su cumplimiento, sin embargo, éste no fue cumplido por parte del actor a pesar de haber consentido la notificación del citado requerimiento, desde el momento mismo en que no lo combatió en su momento tal y como ha quedado señalado en esta resolución.

Lo anterior fue por lo que la autoridad demandada consideró que el entonces contribuyente, había incurrido en la infracción contenida en la fracción I del artículo 153 del Código Fiscal del Estado   Entonces,  lo que ocasionó una sanción prevista y señalada en el artículo 154 Fracción I del Código en mención, lo que arrojó en consecuencia la multa por la cantidad de  **********por cada infracción cometida. 

En conclusión, las multas que le fueron impuestas al actor sí se encuentran debidamente motivadas, puesto que se cumplieron con  las   circunstancias de tiempo, modo y lugar, tal y como ha quedado señalado en esta resolución, de ahí lo infundado de este concepto.
Ahora bien, cabe destacar que como en un principio, el actor negó conocer las constancias de **********, la demandada al producir su contestación de demanda, dejó de manifiesto que es falso lo que dice  la actora, ya que el citado requerimiento de obligaciones omitidas, le fue notificado en forma personal **********, para ello aportó los documentos relativos a tal requerimiento a efecto de acreditar su existencia y su debida notificación a la hoy actora.  

Por ello, mediante auto del dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete, se le otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, para que ampliara su demanda, a efecto de que se manifestara al respecto sobre la existencia física y jurídica del citado requerimiento, así como su debida notificación, entonces, el seis de octubre de dos mil diecisiete,  se le tuvo a la parte actora por admitida su ampliación de demanda de nulidad.

De una revisión al escrito de ampliación de demanda de nulidad, el cuál se encuentra agregado en autos a foja de la 201 a la 206 de este expediente, se aprecia con toda claridad que el actor hace valer Tres Conceptos de Impugnación, dentro de los que se encuentra el Concepto de Impugnación Segundo, de cuyo contenido se advierte que éste, se encuentra encaminado a combatir solamente ********** no así su legal notificación. 

En el citado Concepto Segundo, el demandante hace valer agravios encaminados a decir que la autoridad demandada, no citó el fundamento que contemple para efectos fiscales, cuáles se considerarían como domicilio de los contribuyentes en el que puedan llevarse a cabo las notificaciones y actos de autoridad.

Que se viola lo dispuesto por el artículo 46 fracción IV del Código Fiscal del Estado, al no estar debidamente fundado y motivado, que no fundamenta su competencia por grado y materia, ya que dice la autoridad estaba obligada a citar la disposición normativa  que facultara materialmente a su superior jerárquico de tal atribución, para que de esa manera procediera la delegación de dicha facultad a la autoridad dependiente o subordinada, para solicitarle la documentación señalada para su revisión.

Sigue argumentado que si bien se citó la fracción VII del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado que a la letra señala; Ejercer las atribuciones derivadas de los convenios  fiscales que celebre el Gobierno del Estado con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con los Gobierno Municipales y con los organismos públicos y privados; No señala tampoco cuál convenio pudiera contener más atribuciones que pudieran ser aplicables al caso concreto. 

Es infundado el citado concepto, en lo que refiere a que la autoridad demandada, no citó el fundamento que contemple para efectos fiscales, cuáles se considerarían como domicilio de los contribuyentes en el que puedan llevarse a cabo las notificaciones y actos de autoridad. 

Se dice lo anterior, ya que cualquier acto emitido por una autoridad, resulta de vital importancia que éste se encuentre fundado y motivado, debiendo contar además entre otros requisitos, el de constar por escrito, señalar el nombre o nombres de las personas a las que va dirigido, señalar la autoridad que lo emite, ostentar la firma del funcionario competente, así como el objeto o propósito del mismo, conforme a las fracciones I, II, III y V, del artículo 46 del Código tributario estatal.

Sin embargo, hay que precisar que el alcance de la fundamentación y motivación, en el ejercicio de dichas facultades no llega al extremo, como en el caso lo pretende el actor, de que no se citó el fundamento que contemple para efectos fiscales, cuáles se considerarían como domicilio de los contribuyentes en el que puedan llevarse a cabo las notificaciones y actos de autoridad. 

 En el caso concreto, el demandante no puede alegar el desconocimiento de las disposiciones que normen su obligación de dar cumplimiento a sus obligaciones fiscales que le competen, puesto que se presume que es el propio contribuyente, quien acudió a la autoridad a darse de alta como tal, a ciertas obligaciones fiscales, situación que en momento alguno niega el accionante, concluyéndose que es de ahí, de donde se conoció que el actor se encuentra sujeto a las obligaciones fiscales que se requieren. 

Luego entonces, bajo el principio de que todos los ciudadanos conocen las leyes, se puede presumir que el contribuyente sabe cuáles son las obligaciones adquiridas por él al registrarse y dar su domicilio fiscal ante la autoridad de mérito, además de ser una obligación que contrae el último párrafo del artículo 8° del Código Fiscal Estatal, de tal suerte que no se puede sostener el desconocimiento de las disposiciones que normen las condiciones en que debe dar cumplimiento a sus obligaciones fiscales.

Ciertamente, uno de los elementos claves del Estado de derecho, es la presunción legal de que “la ignorancia de las leyes, reglamentos y demás disposiciones fiscales, no servirá de excusa ni aprovechará a persona alguna”, como lo establece el artículo 3° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, entonces,  se presume también que los gobernados las conocen cuando están publicadas.

Ahora bien en cuanto a lo que manifiesta el actor, en el sentido de que se viola lo dispuesto por el artículo 46 fracción IV del Código Fiscal del Estado, ya que dice que la demandada que no fundamenta su competencia por grado y materia, ya que dice que estaba obligada a citar la disposición normativa que facultara materialmente a su superior jerárquico de tal atribución, para que de esa manera procediera la delegación de dicha facultad a la autoridad dependiente o subordinada, para solicitarle la documentación señalada para su revisión.
Es infundado el relatado argumento, toda vez que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, la obligación que tiene cualquier autoridad de fundar debidamente su competencia por razón de grado, materia o territorio, se circunscribe en citar los preceptos normativos que la legitiman para emitir el acto de molestia para el gobernado, con la finalidad de que tenga la certeza y seguridad de que quien lo está molestando cuenta con las facultades para ello y consecuentemente, está jurídicamente obligado a soportar las molestias que se le causen.

En efecto, basta la simple lectura que se efectúe a la resolución que se combate para apreciar que la misma, contiene los artículos que le conceden a la autoridad demandada, las facultades materiales para llevar a cabo la imposición de las sanciones, esto es, los artículos 48 y 55 del Código Fiscal del Estado, así como los artículos 33 fracciones V, VII y XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y 3° fracción I y último párrafo del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.  

Así mismo, se desprende de la resolución sujeta a análisis, que la autoridad fue expresa en consignar como fundamento de su competencia territorial,  el último párrafo del artículo 3° del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas que a la letra expone:  

“La Secretaría ejercerá sus atribuciones por conducto de su titular y sus unidades administrativas en todo el Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí”

Luego entonces, carece de sustento la pretensión del actor al querer ampliar la citada exigencia constitucional a que en el acto de molestia se citen los preceptos que regulan el procedimiento administrativo desarrollado ante una determinada autoridad, bajo el argumento de que únicamente así se tendría la certeza y seguridad jurídica de las obligaciones a las que está sujeto el destinatario de dicho acto.

En atención a que, por una parte, los citados preceptos no son de aquellos que dotan de una facultad específica a la autoridad y por otra parte, la fundamentación de la competencia, no tiene una finalidad de hacer del conocimiento a los particulares, las obligaciones y derechos previstas en las disposiciones normativas; ya que dicho conocimiento, de conformidad con el principio general del derecho que reza “ el desconocimiento de la ley no exime a su cumplimiento”, ya que es una obligación a cargo del destinatario de la norma procedimental.

Por otra parte, no le asiste la razón en sus argumentos, toda vez que la competencia por razón de grado, tiene lugar, separando los actos respecto de un mismo asunto, pueden realizarse por los órganos administrativos colocados en diversos niveles, distribución que se realiza generalmente estableciendo relaciones de jerarquía que implican subordinación  y dependencia de unos órganos y superioridad de otros. En otros casos, el órgano inferior y el superior conocen el mismo asunto, pero la intención del que conoce en último lugar, está condicionada por la conclusión de funciones del que conoce en primer término, significando además, que aquella guarda una relación de superioridad respecto a éste último.

Asimismo, dicha competencia, alude a la estructura piramidal que deriva de la organización jerárquica de la administración pública, en la que las funciones se ordenan por grado y en atención a dicha estructura, los órganos inferiores no pueden desarrollar materias reservadas a los superiores y viceversa.

En ese contexto, en los casos en que los actos de las autoridades administrativas no se encuentren bajo los supuestos de jerarquía, dependencia o subordinación, ni está el ejercicio de las funciones del Director General de Ingresos condicionada al ejercicio en primer término del Secretario de Finanzas, por lo que en los actos controvertidos,  basta con que se citen los artículos que le confieren de manera directa a la demandada las atribuciones ejercidas, para considerar satisfecha la obligación constitucional de fundar debidamente su competencia, de ahí lo infundado de este concepto de Impugnación.    

En este sentido, hay que precisar que el alcance de la fundamentación y motivación de tal acto para el ejercicio de las facultades ejercidas por la autoridad emisora, como lo ********** no llega al extremo de que en él, se señale los motivos y circunstancias que tuvo la autoridad para determinar de dónde provienen tales obligaciones atribuidas al gobernado, toda vez que de conformidad con las normas que regulan las obligaciones del impuesto requerido, el actor no puede alegar el desconocimiento respecto de ellas, en tal razón, es que resulte tan obligatorio el conocimiento de cuáles son las obligaciones que como contribuyente tiene de acuerdo a aquellas en las que esté inscrito, que su incumplimiento constituye infracciones reguladas en los diversos ordenamientos citados en la resolución impugnada; de ahí que se concluyan por demás infundados los argumentos efectuados por el actor.

Conforme a lo anterior, para dar cumplimiento con los requisitos de fundamentación y motivación previstos por el artículo 46 del Código Fiscal de Estado, en un requerimiento de obligaciones, basta que la autoridad haya identificado con precisión, la obligación que se requiere, esto es, la declaración que fue omitida, el periodo de la misma, así como la disposición legal que prevé tal obligación, como los fundamentos que le otorguen la competencia para formular el requerimiento y en todo caso, hacer valer las aclaraciones conducentes ante la autoridad; resultando innecesario que además se indique el fundamento legal que prevén la forma y modo en que se debieron presentar las obligaciones requeridas, pues éste no es un elemento en el que se sustente el referido requerimiento, motivos y razones las anteriores por las que se considera como infundado el argumento propuesto por el actor. 

Por último, en cuanto a lo que dice el demandante de que en el citado requerimiento se citó la fracción VII del artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado que a la letra señala; “Ejercer las atribuciones derivadas de los convenios  fiscales que celebre el Gobierno del Estado con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con los Gobierno Municipales y con los organismos públicos y privados”, pero que dicha fracción, no señala  cual convenio pudiera contener más atribuciones que pudieran ser aplicables al caso concreto.

Es de considerarse infundado por inoperante el relatado argumento, ya que es cierto que fue señalado el citado artículo 33 fracción VII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, sin embargo, también es cierto que no se expresaron   razonamientos lógicos y jurídicos que explicaran la afectación que le causo la aplicación de dicho precepto, esto en, no existen argumentos necesarios y tendientes a justificar las transgresiones que en su caso haya sufrido, por lo que en esas condiciones, ésta Sala Unitaria no puede analizar y pronunciarse al respecto.

Sirve de apoyo a lo anterior el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON SI NO CONTIENEN DE MANERA INDISPENSABLE, LOS ARGUMENTOS NECESARIOS QUE JUSTIFIQUEN LAS TRANSGRESIONES DEL ACTO RECLAMADO.

Si en los conceptos de violación no se expresan los razonamientos lógicos y jurídicos que expliquen la afectación que le cause a la quejosa el pronunciamiento de la sentencia reclamada, los mismos resultan inoperantes, toda vez que todo motivo de inconformidad, no por rigorismo o formalismo, sino por exigencia indispensable, debe contener los argumentos necesarios, tendientes a justificar las transgresiones que se aleguen, de tal manera que si carecen de aquéllos, no resultan idóneos para ser analizados por el tribunal federal correspondiente, en el juicio de amparo. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. “

Ahora bien, en cuanto al Primer y Tercer Concepto de Impugnación, no se hace pronunciamiento alguno, puesto que se hace la aclaración que al actor, se le concedió la ampliación de demanda de nulidad, solamente para hacer valer sus derechos en cuanto al supuesto desconocimiento del **********
Además, sus conceptos que originalmente presentó en contra del citado Recurso ya fueron materia de estudio con antelación.

   En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al actor para que proceda la nulidad del ********** de acuerdo a las consideraciones anteriormente señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 94 y 96 de la Ley de Justicia Administrativa, se declara LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto en mención  tales actos.

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 94 y 96 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO del Juicio Contencioso Administrativo 167/2017, de acuerdo a las consideraciones señalada en el Considerando Cuarto de esta resolución. 

TERCERO.- Se decreta la LEGALIDAD Y VALIDEZ del ********** de acuerdo a los razonamientos que han quedado señalados en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a las partes, debiendo hacerlo a las autoridades demandadas por medio de oficio con copia de la presente resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 
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